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Apesar de haber dejado su cargo la semana pasa-
da, recibiendo el reconocimiento de Donald
Trump en la oficina oval, el creciente desen-
cuentro entre Elon Musk y el Presidente de

EE.UU. salió a la luz pocos días después. Al parecer, el esti-
lo de trabajo de Musk en la Oficina de Eficiencia Guberna-
mental (DOGE) provocó muchos problemas al interior del
gabinete, pero, adicionalmente, los conflictos de interés
que generaba el que intentara utilizar su influencia en el
gobierno para beneficiar sus negocios se comenzaron a dar
con más frecuencia. Y como tampoco logró los recortes de
gasto prometidos, el manda-
tario decidió alejarlo poco
antes de que se cumpliera el
período de 130 días de su
particular contrato. 

A partir de eso, la crítica de Musk a la ley de presu-
puesto fue contestada por Trump diciendo que el primero
resentía que ella suspendiera los subsidios a los vehículos
eléctricos. Las acusaciones mutuas continuaron el jueves
pasado, en un diálogo de ida y vuelta en las redes sociales y
la televisión, en tiempo real, que llegó a su cúlmine con
Musk acusando a Trump de aparecer en los archivos sobre
Jeffrey Epstein, protagonista de escándalos sexuales con
menores de edad (no hay pruebas de que Trump haya par-
ticipado en esos escándalos; solo fotos que los muestran
juntos en eventos sociales).

La distancia entre el mundo tecnocrático que admira a
Musk y que no concuerda con la política tarifaria de

Trump, ni con su oposición al otorgamiento de visas a es-
tudiantes o profesionales aventajados, y el movimiento
MAGA (Make America Great Again), que añora un país
manufacturero sin inmigrantes de países subdesarrolla-
dos, como el de hace 50 o 60 años, es cada vez más eviden-
te. De hecho, Steve Bannon, referente de MAGA, dijo que
Musk debía ser expulsado de vuelta a Sudáfrica. 

Las acciones de Tesla cayeron 14% tras el incidente,
indicando que para el mercado la incursión política y el
carácter de Musk siguen afectando sus negocios. El em-
presario sugirió que podría usar su dinero para formar un

nuevo partido, complicando
al Partido Republicano y di-
vidiendo la base política de
Trump, y este podría casti-
garlo suspendiendo los con-

tratos y subsidios que el gobierno tiene con sus empresas.
¿Cometió Trump un error de juicio al asociarse con Musk
o fue un intento de usarlo a él y a su dinero en su favor?
¿Fue Musk el que usó a Trump para aumentar su influen-
cia política? ¿O ambos se usaron mutuamente? Mientras,
los zigzagueos del Presidente en materia tarifaria siguen
siendo cuestionados y sus alardes de capacidad para parar
los conflictos bélicos son desmentidos por la realidad. Su
disputa con Musk viene a sumarse, además, a las crecien-
tes dudas respecto de los efectos de su programa económi-
co o los costos que significará para su país su disputa con
las universidades. Por esta ruta, Estados Unidos no parece
estar haciéndose más grande. 

La distancia entre el mundo tecnocrático y la

base política de Trump se acrecienta.

Insólita pugna Trump-Musk

La última tasa nacional de desocupación fue un 80
por ciento más alta que la que se viene registran-
do para el promedio de la OCDE en los últimos
meses (8,8 vs. 4,9 por ciento). Para dichos países,

ella se encuentra en un nivel históricamente bajo; para
Chile, si se descuenta el período de la pandemia, está en el
rango superior de los últimos años. En efecto, en el perío-
do 2010-2019 promedió un 6,9%. 

A propósito del actual escenario, cabe recordar cuan-
do, a principios de este siglo, el desempleo se mantuvo
alto por un período largo. Varios estudios sugirieron que,
más allá de la desaceleración
económica provocada por la
crisis asiática, la significati-
va alza del salario mínimo
entre 1997 y 2000 había in-
fluido en esa realidad. Fue una muestra de cómo las deci-
siones que impactan los costos laborales sí inciden en la
evolución del empleo. En los últimos años, el salario mí-
nimo también se ha incrementado significativamente, a
lo que se agrega la reducción de la jornada laboral. Todo
ello ha aumentado los costos laborales y es difícil que no
esté impactando en el comportamiento de la ocupación
(más todavía si ello está siendo acompañado por un in-
cremento en las cotizaciones previsionales). Sin embar-
go, el ministro del Trabajo prefiere —en entrevista con
“El Mercurio”— atribuir la alta desocupación a causas
estructurales, que vendrían operando desde hace tiempo.
Por supuesto, eso no explica por qué antes de la pande-
mia la tasa de desempleo era bastante más baja: si nos
acercáramos a ella, alrededor de 195 mil personas que hoy

están desocupadas tendrían trabajo. 
En general, las alzas en los costos laborales, en parti-

cular el incremento del salario mínimo, tienden a afectar
más a las personas menos calificadas. Es interesante, en
este sentido, comprobar que la tasa de participación de
las personas de entre 25 y 59 años (las con más apego al
mercado laboral), con educación media completa o me-
nor, es hoy más baja que previo a la pandemia. El fenóme-
no, en cambio, no ha ocurrido en el caso de las personas
con estudios superiores. Ese desplazamiento de los traba-
jadores menos calificados es complejo, sobre todo si se

considera que no tienen có-
mo sustituir sus ingresos la-
borales. Es un fenómeno al
que se tiene que poner más
atención y que sugiere esca-

so sustento para la hipótesis de las causas estructurales.
Por cierto, la economía está creciendo menos, pero el fe-
nómeno que estamos observando en nuestro mercado
del trabajo trasciende esa situación. 

De hecho, el incumplimiento de la meta que el Go-
bierno se propuso en materia de creación de empleo (700
mil puestos de trabajo) desmiente su propia hipótesis. El
escenario más probable es que logre entre 100 y 120 mil
empleos menos que esa meta, la cual tampoco era muy
ambiciosa, si se recuerda que, al momento de asumir la
administración actual, la ocupación estaba creciendo rá-
pido, influida por el rezago que había dejado la pande-
mia. Una mejor gestión en este campo hubiese permitido
sobrecumplir el objetivo. No se pueden seguir esquivan-
do los problemas que exhibe nuestro mercado laboral. 

El incumplimiento de su propia meta

desmiente la hipótesis del Gobierno.

Una desocupación demasiado elevada

Una emergencia familiar me ha traído
a Barcelona. Arribo temprano al hotel
que me hospedará y me informan que de-
bo esperar 4 agobiantes horas para dis-
poner de mi habitación. Para hacer hora,
salgo a caminar y
enfilo por una calle
peatonal sombrea-
da por árboles año-
sos que, según un le-
trero, se denomina
Carrer de Rogent.
Las tiendas, muchas
con nombres curio-
sos como Perruque-
ría o Xarcutería, es-
tán en su mayoría
cerradas, salvo al-
gunos cafés con me-
sas a la calle donde
hay personas desa-
yunando. Leo en el menú de un restauran-
te el plato “Mig pollastre”, que identifico
como “Medio Pollo”, y me pregunto si la
acepción nacional del término para prác-
ticas laborales también existirá acá. 

Ya van abriendo las tiendas y se ob-
serva un mayor número de transeúntes,

entre ellos muchos abuelos llevando a
sus nietos en cochecitos. En un quiosco
compro una revista llamada “Muy histo-
ria”, que trata sobre la historia de la Igle-
sia y el papado, y me siento en un banco a

hojearla, enterándo-
me con sorpresa
que uno de los cáno-
nes del Concilio de
Nicea fue la prohibi-
ción para los cléri-
gos de la castración
voluntaria. Así va
transcurriendo apa-
ciblemente el tiem-
po, entre la lectura,
la observación de
exóticos paseantes
y algunos minutos
en que cierro los
ojos rindiéndome al

cansancio del viaje aéreo. En un momen-
to advierto que ya es la hora de volver al
hotel. Y me doy cuenta de que he disfru-
tado de estas horas muertas y que la-
mento interrumpirlas.

D Í A  A  D Í A

Horas muertas

R. RIGOTER

Esta semana se han seguido sintiendo los
efectos políticos, judiciales y administrativos
del reciente informe de la Contraloría General
de la República, sobre salidas del país de miles
de funcionarios públicos estando con licencias
médicas. A los sumarios que se inician y las dili-
gencias de la Fiscalía en la investigación penal
abierta, se agregan las desvinculaciones o re-
nuncias de cientos de personas, incluyendo los
casos que casi a diario trascienden de parientes
o amigos de altas autoridades de gobierno que
salen de sus cargos después de ser sorprendi-
dos en estas conductas, lo que naturalmente ge-
nera especial indignación en la población. 

Más allá de la situación concreta de los invo-
lucrados, el mayor impacto del informe debiera
ser el mensaje ejemplificador que se le transmi-
te al resto de la población, de que comporta-
mientos defraudatorios como estos no serán to-
lerados. De ahí que lo obrado por el ente contra-
lor esté llamado a marcar un punto de inflexión.

El actuar de la Contraloría liderada por Do-
rothy Pérez también ha seguido marcando la
pauta en otros temas relevantes —el contraste
con lo ocurrido con el anterior contralor es ya
demasiado evidente y da cuenta de la fuerza
que puede darle a una entidad un nuevo lide-
razgo—, particularmente luego de darse a co-
nocer una serie de informes sobre gestión y uso
de recursos en gobernaciones y municipios del
país. Se revelan situaciones inaceptables de
aprovechamiento político de los cargos, de ad-
ministración negligente o derechamente dolo-
sa y, en general, una cultura que parece estar
enquistada en las más diversas instituciones

que favorece el derroche de dineros públicos y
en que la imagen o suerte electoral de las auto-
ridades se convierte en el centro de las preocu-
paciones de quienes ahí trabajan. Una distor-
sión de las prioridades que debilita nuestra de-
mocracia, daña la equidad electoral al conferir-
le una ventaja indebida a los incumbentes
sobre otros candidatos y erosiona la confianza
ciudadana en el servicio público.

Y es que no se trata solo de episodios rayanos
en la picaresca política, como la incorporación
oportunista y reiterada de la figura o nombre
de las autoridades en las informaciones oficia-
les o del entusiasmo tuitero (hoy X) en sus
cuentas personales, que pretende hacer apare-
cer que los beneficios que el Estado otorga se
deben a un esfuerzo de ellos más que a uno ins-
titucional, sino a verdaderas capturas del apa-
rato burocrático en que la estrategia, la agenda
y el trabajo de los funcionarios y supuestos ex-
pertos comunicacionales contratados gira en
torno a los intereses políticos y particulares de
quien lidera una determinada institución.

En fin, como si lo ocurrido esta semana no
fuera suficiente, una respuesta de la Contralo-
ría a una consulta parlamentaria sobre los pa-
ros docentes ha reiterado sin ambigüedades
criterios fundamentales ya fijados, pero que la-
mentablemente suelen ser obviados por quie-
nes deben tomar las decisiones: la adhesión vo-
luntaria de los profesores a paralizaciones ile-
gales debe conllevar necesariamente el des-
cuento en sus remuneraciones. El velar por que
ello se cumpla efectivamente en cada caso de-
biera ser el siguiente paso. 

LA SEMANA POLÍTICA
Trabajo sin pausas de la Contraloría

Se revelan
situaciones
inaceptables de
aprovechamiento
político de los
cargos y, en
general, una
cultura que
parece estar
enquistada en las
más diversas
entidades, en que
la imagen o suerte
electoral de las
autoridades se
convierte en el
centro de las
preocupaciones de
quienes ahí
trabajan. 

Los antecedentes
conocidos en el
caso del
gobernador
Orrego aparecen
como un ejemplo
de texto de una
captura
institucional para
fines personales
de quien lidera
una entidad. 

Irregularidades y eventuales delitos
Especial atención debiera generar el informe

de la Contraloría conocido el viernes, que en-
contró múltiples irregularidades en la gestión
de la Asociación de Municipalidades de la Zo-
na Oriente que hasta 2024 agrupaba a los mu-
nicipios de Las Condes, Lo Barnechea y Vitacu-
ra, en el que aparecen mencionadas distintas fi-
guras de la oposición (entre ellas, el exalcalde
Joaquín Lavín), y el dictamen que se refiere a la
Gobernación Metropolitana encabezada por
Claudio Orrego. 

En ambos casos, el ente contralor decidió re-
mitir los antecedentes al Ministerio Público y
al Consejo de Defensa del Estado, por sus even-
tuales implicancias penales. 

Las conclusiones de la investigación a la ges-
tión del gobernador Orrego ha concentrado
con razón la atención pública, pues no solo se
trata de una de las más altas autoridades del
país —votada por más de dos millones de ciu-

dadanos—, sino sobre todo, por la contunden-
cia de los elementos probatorios que la Contra-
loría ha dado a conocer para justificar el inicio
de un proceso disciplinario. Como pocas veces
ocurre, hay aquí minutas escritas que de forma
explícita y desenfadada dan cuenta de la utili-
zación de recursos públicos para fines de una
campaña de reelección y una posible candida-
tura presidencial. Más allá de si se configura o
no algún delito, lo conocido aparece como un
ejemplo de texto de una captura institucional
para fines personales de quien lidera una enti-
dad. Y es que el futuro político del gobernador
está en el centro de las preocupaciones de los
distintos funcionarios y la agenda de ellos se
acomoda a ese objetivo. 

Las inverosímiles explicaciones que ha dado
Orrego solo aumentan la sensación de estar ante
un caso evidente de abuso de poder y de apro-
vechamiento indebido de los recursos públicos.

La construc-
ción de un super-
mercado en el bal-
neario de la Re-
gión de Valparaí-
so ha suscitado
una polémica que
refleja de manera
prístina el proble-
ma de “permiso-
logía” que el país
acarrea. Muchas
personas del sector argumentan
que —entre otros problemas— el
supermercado afectará negativa-
mente en la identidad del pueblo,
preocupación que, por cierto, es vá-
lida. Pero el tema de fondo no es la
legítima inquietud de algunos veci-
nos, sino la capa-
cidad que deben
tener las comuni-
dades para influir
en los proyectos
y, eventualmen-
te, vetarlos.

El debate so-
bre la l lamada
“permisología” —que seguro la su-
fren a diario muchos de quienes re-
claman— tiene dos caras. Por una
parte, la obligación de aprobar sen-
dos informes viales, sectoriales y
ambientales ha crecido exponen-
cialmente en los últimos años, enca-
reciendo y retrasando muchos pro-
yectos. Pero esa es solo una parte del
problema. Quizá tan grave como los
costos de los permisos es la incerte-
za derivada de que, una vez dada la
luz verde, puede aparecer alguien
que los bloquea.

Está en la naturaleza humana
que los vecinos quieran proteger
sus espacios. Esto es válido para un
supermercado en Zapallar, un edifi-
cio en Ñuñoa o un proyecto indus-
trial en Penco. Para canalizar esas
inquietudes están los planos regula-
dores, las consultas ciudadanas y los

estudios de impacto. Si el plano re-
gulador es insatisfactorio, debe mo-
dificarse, y si las aprobaciones no
han cumplido con toda la normati-
va vigente —tema que desconozco
en este caso—, debe exigirse que los
procesos sean completos. Pero una
vez que se ha cumplido satisfacto-
riamente con todas las etapas, las
comunidades no deben tener dere-
cho a vetar los proyectos.

En esto, el bien común compite
con mi bien común. Si un proyecto
de inversión modifica de manera
grosera la vida de las comunidades,
debe modificarse o alternativamen-
te se debe compensar a quienes se
ven negativamente afectados. Pero
otra cosa es si lo que domina es el

ánimo paraliza-
dor para cuidar la
idiosincrasia del
lugar más allá de
los razonable. En
ese caso, no hay
plano regulador
ni consulta ciuda-
dana que sea sufi-

ciente. Si todo está en regla y los ve-
cinos quieren genuinamente evitar
el proyecto, quizá Coase tenga la so-
lución: los afectados deberían com-
pensar a la cadena supermercadista
para no hacer el proyecto, o deberán
directamente comprar el terreno
para proteger lo que estiman ade-
cuado. En algún minuto, la institu-
cionalidad debe hacer valer los de-
rechos que existen.

Mención aparte merecen quie-
nes argumentan que la llegada de
un supermercado representa “com-
petencia desleal” con el comercio
local. Con ese argumento, cualquier
progreso que amenace a los incum-
bentes —en Zapallar o cualquier
otro sitio— debe ser paralizado. En
ese caso, mejor cerrar por fuera.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

“Permisología” en Zapallar

En algún minuto, la

institucionalidad debe

hacer valer los derechos

que existen.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Sebastián Claro
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